SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°66
                                                     RADICACIÓN:   66001220400020170026200


ACCIONANTE:  ANGÉLICA MARÍA RIVERA M.
CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 28 de noviembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Concede el amparo
Radicación Nro. :

 66001220400020170026200
Accionante: 
  ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA
Accionado:
 JUZGADO PRIMERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUGA
Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHOS DE PETICIÓN Y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / OMISIÓN DE REMITIR LAS COPIAS DEL PROCESO. Si bien el citado despacho en la respuesta dada a esta Sala en noviembre 17 de 2017 indicó que en esa fecha se ordenó el envío de las copias del expediente -por cuanto la actuación también se adelanta contra el consanguíneo de la hoy accionante-, no se anexó copia de la planilla de correo correspondiente, y por parte del Centro de Servicios Administrativos, el cual debe realizar las gestiones para la remisión, ese mismo día se informó que no se les había comunicado ninguna disposición en relación con el traslado del proceso o sus copias. Adicionalmente, al verificar en la página web de la Rama Judicial el expediente aún no ha llegado al Centro de Servicios Administrativos de esta ciudad. En esas condiciones, advierte la Colegiatura que en efecto le asiste razón a la tutelante en su inconformidad, toda vez que el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga incumplió su obligación de remitir el expediente por competencia territorial a los juzgados de la misma naturaleza en esta ciudad, para que continuaran con la vigilancia de la pena en atención a que actualmente se encuentra recluida en el Establecimiento Carcelario de Pereira (Rda.), lo cual debió hacer desde hace más de dos meses, y tan solo dio la orden respectiva el pasado 17 de noviembre, la cual hasta el momento no se ha hecho efectiva.
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                                        RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                Acta de Aprobación N° 1314
                                               Hora: 3:10 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora ANGELICA MARÍA RIVERA MEDINA contra el  Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y  libertad.     

2.- SOLICITUD 

Lo informado por la señora RIVERA MEDINA en su escrito de tutela se puede concretar así: (i) mediante sentencia de agosto 15 de 2014 fue condenada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Cartago (V.) a la pena principal de 57 meses y 22 días de prisión, por el delito de imitación o simulación de alimentos, productos o sustancias; (ii) la vigilancia de la sanción impuesta correspondió al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.), despacho que en agosto de 2017 le revocó el beneficio de la prisión domiciliaria, razón  por la que ingresó nuevamente a detención intramural en agosto 24 de 2017; (iii) en septiembre 27 de 2017 un familiar suyo informó al citado despacho que había sido trasladada a la Reclusión de Mujeres La Badea de Pereira para que remitieran el expediente al juez competente en esta ciudad, y posteriormente, en octubre 05 de 2017, de manera directa hizo la misma solicitud; (iv)  actualmente tiene pendiente presentar una petición de redosificación de pena por principio de favorabilidad, la cual no ha podido radicar por cuanto el proceso al parecer fue enviado pero no figura repartido a ningún despacho de Pereira, según  la información que registra en la página web de la Rama Judicial; (v) desde que elevó la solicitud han transcurrido 39 días calendario, lo que permite concluir que se han sobrepasado los términos para remitir el expediente por competencia territorial, toda vez que según lo establecido en el artículo 51 numeral 2 de la Ley 65/93 los jueces de Ejecución de Penas cuentan con 5 días para ello, y además se configura una vulneración de los derechos al debido proceso, a la defensa y a la libertad, al haberse superado el plazo que tienen dichos funcionarios para resolver las peticiones de las personas privadas de la libertad.
Con fundamento en lo anterior, solicita tutelar sus derechos fundamentales, y, en consecuencia, ordenar al juzgado accionado enviar el proceso a esta ciudad por competencia territorial.
3.- CONTESTACIÓN

La Sala procedió a admitir la acción constitucional y corrió traslado de la misma al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (Valle.), e igualmente vinculó al Centro de Servicios Administrativos de la misma ciudad, los cuales se pronunciaron en los siguientes términos:
- El Jefe del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.) informó que el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa ciudad vigila y ejecuta la pena impuesta, entre otros, a ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA bajo la radicación 201101019 NI -3348.

Indicó que una vez revisada la ficha técnica del referido proceso se pudo establecer que en septiembre 27 del año en curso se recibió información de parte de un familiar de la sentenciada, en cuanto a que ésta había sido traslada a la Cárcel de Pereira (Rda.), y una vez corroborada esa información se envió al Juzgado Primero para resolver lo pertinente.
Señala que en octubre 05 de 2017 se radicó solicitud de la interna para el traslado del proceso, la cual pasó a despacho en aras de que se pronunciara al respecto.

Asegura que hasta el momento en esa dependencia no se ha recibido resolución de ninguna naturaleza en respuesta a las peticiones referidas, en la que se disponga la remisión del proceso o en su defecto copias del mismo, en consideración a que hay otros sentenciados.

Concluye que ese Centro de Servicios le ha dado oportuno diligenciamiento a los requerimientos efectuados, y no ha incurrido en violación alguna de los derechos de la sentenciada, lo cual solicita tener en cuenta al momento de definir la actuación.
- El Asistente Jurídico del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (Valle), de acuerdo con lo dispuesto por el titular del despacho, informó que el caso de la señora ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA radicado al N° 2011-01019 NI 3348, es un proceso en el que mediante sentencia 076 de agosto 15 de 2014 el Juez Tercero Penal de Circuito de Cartago le impuso la pena de 57 meses 22 días de privación de la libertad, como coautora del delito de imitación o simulación de alimentos, productos o sustancias, en concurso con usurpación de derechos de propiedad industrial y de derechos obtenedores de variedades vegetales.

Señala que a dicha ciudadana se le concedió la prisión domiciliara, para lo cual suscribió acta de compromiso, pero en agosto 2 de 2017, previo el traslado dispuesto en el artículo 447 C.P.P., se le revocó dicho beneficio por múltiples evasiones de la residencia, decisión que le fue notificada en septiembre 7 de 2017, y seguidamente fue recluida en la cárcel de Cartago (Valle).
Indica que por parte del Establecimiento Carcelario de Cartago no se informó el traslado de la interna al Centro Penitenciario de Pereira, como tampoco éste último le comunicó al respecto, y tan solo en septiembre 27 de 2017 ante el Centro de Servicios Administrativos de esa ciudad se presentó el señor RICARDO COLLAZOS, quien manifestó ser el cónyuge de MEDINA RIVERA, por tanto el proceso pasó a despacho para resolver lo pertinente respecto de la remisión de copias por competencia a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. De igual forma, que en octubre 05 de 2017 se recibió escrito rubricado por la sentenciada en el que indicó su sitio de reclusión actual.

Afirma que en auto de noviembre 17 de 2017 se procedió a ordenar la remisión de las copias del proceso, por cuanto en el cuaderno original se sigue tramitando la actuación contra el consanguíneo de la señora ANGÉLICA MARÍA. 

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales de la actora; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, se desprende que lo pretendido por la señora ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y libertad, como quiera que por parte del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.) no se ha remitido el proceso que se adelanta en su contra a los homólogos de  esta capital, en atención a que fue trasladada al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad.

De acuerdo con lo informado por la actora y por los despachos vinculados a este trámite, y de conformidad con los documentos allegados como prueba en esta actuación, se encuentra acreditado que la vigilancia de la pena impuesta a la señora RIVERA MEDINA en sentencia de agosto 15 de 2014 proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Cartago (V.), correspondió al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.).
De igual forma, se estableció que el citado despacho mediante auto de agosto 2 de 2017 le revocó la prisión domiciliaria que le había sido concedida en el fallo, y en virtud de ello fue recluida en la cárcel de Cartago (V.) -según sostiene la tutelante en agosto 24 de 2017-, y posteriormente trasladada al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad.

Si bien dentro de esta actuación no se indicó la fecha exacta en la que la hoy tutelante fue traslada al Centro de Reclusión de esta capital, si se acreditó que en septiembre 27 de 2017  su esposo dio a conocer esa situación al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.) , despacho que luego de corroborar esa información en la página web del INPEC corrió traslado al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esa misma ciudad para que definiera lo pertinente en relación con el traslado del proceso; sin embargo, ese despacho omitió pronunciarse al respecto.

De igual forma se demostró que en octubre 05 se radicó ante el citado Centro de Servicios una petición de la interna en la que solicitó la remisión del expediente a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, la cual también fue pasada al juzgado ejecutor, pero tampoco emitió ninguna disposición en ese sentido.
Si bien el citado despacho en la respuesta dada a esta Sala en noviembre 17 de 2017 indicó que en esa fecha se ordenó el envío de las copias del expediente -por cuanto la actuación también se adelanta contra el consanguíneo de la hoy accionante-, no se anexó copia de la planilla de correo correspondiente, y por parte del Centro de Servicios Administrativos, el cual debe realizar las gestiones para la remisión, ese mismo día se informó que no se les había comunicado ninguna disposición en relación con el traslado del proceso o sus copias. Adicionalmente, al verificar en la página web de la Rama Judicial el expediente aún no ha llegado al Centro de Servicios Administrativos de esta ciudad.

En esas condiciones, advierte la Colegiatura que en efecto le asiste razón a la tutelante en su inconformidad, toda vez que el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga incumplió su obligación de remitir el expediente por competencia territorial a los juzgados de la misma naturaleza en esta ciudad, para que continuaran con la vigilancia de la pena en atención a que actualmente se encuentra recluida en el Establecimiento Carcelario de Pereira (Rda.), lo cual debió hacer desde hace más de dos meses, y tan solo dio la orden respectiva el pasado 17 de noviembre, la cual hasta el momento no se ha hecho efectiva.

Sin lugar a dudas la omisión del citado despacho le ha impedido a la actora radicar peticiones y hacer las solicitudes que considere pertinentes ante el funcionario competente, lo que afecta sus derechos al debido proceso, petición y acceso a la administración de justicia.
En esas condiciones, esta Sala concederá la protección constitucional reclamada, y ordenará al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.), y al Centro de Servicios Administrativos de la misma ciudad, que dentro del término de 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, de no haberlo hecho ya, realicen los trámites pertinentes para que las copias del proceso en el que se vigila la pena de la señora ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA, radicado al N° 2011-01019 NI 3348, se remita a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos al debido proceso, petición y acceso a la administración de justicia de los que es titular la señora ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA.
SEGUNDO: SE ORDENA al Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.), y al Centro de Servicios Administrativos de la misma ciudad, que dentro del término de 48 horas siguientes a la notificación de esta sentencia, de no haberlo hecho, realicen los trámites pertinentes para que las copias del proceso en el que se vigila la pena de la señora ANGÉLICA MARÍA RIVERA MEDINA radicado al N° 2011-01019 NI 3348, se remita a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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